LEGISLATURA  DEL  ESTADO

EXPOSICION DE  MOTIVOS

INICIATIVA PRESENTADA POR LOS DIPUTADOS GUILLERMO RAMOS RUIZ, AMADOR GONZALEZ NAVARRO, ARNOLDO RUBIO CONTRERAS, JUAN DELGADO NAVARRO, TOMAS RUBIO GUTIERREZ, FRANCISCO JAVIER GOMEZ DIAZ, JOEL GONZALEZ IBARRA, DAVID PEREZ RULFO BRIZUELA, SAMUEL ROMERO VALLE, ALBERTO OROZCO BAÑUELOS Y GILDARDO GOMEZ VERONICA.

DE FECHA:   21 DE JUNIO DE 1994
DECRETO:   15424
CONSTITUCION  POLITICA  DEL ESTADO  DE  JALISCO

CIUDADANOS  DIPUTADOS:

Los suscritos diputados Guillermo Ramos Ruiz, Amador González Navarro, Arnoldo Rubio Contreras, Juan Delgado Navarro, Tomás Rubio Gutiérrez, Francisco Javier Gómez Díaz, Joel González Ibarra, David Pérez Rulfo Brizuela, Samuel Romero Valle, Alberto Orozco Bañuelos y Gildardo Gómez Verónica, en uso de las facultades que nos conceden los artículos 16, fracción I, en relación con el 23 fracción I, y 66, todos de la Constitución Política del Estado, nos permitimos someter a consideración de este Congreso, la presente Iniciativa de Reforma  a la Constitución Política del Estado de Jalisco, con base en la siguiente:
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

De la urdimbre de nuestro pueblo, se denota la intuición que tenía y tiene, de que toda organización social necesita de la estructura jurídica, algo tan vital como la libertad y la paz; valores éstos que solo se alcanzan plenamente con la plena vigencia de la norma jurídica, así tenemos que la estabilidad social constituye el principio esencial para el desarrollo de toda sociedad moderna. 

Su permanencia exige el acopio de las medidas más adecuadas para su eficacia, que permitan el desenvolvimiento de los valores de diversa naturaleza que en el ámbito espacial y temporal en todo Estado tienen lugar. 

La libertad en la paz y la paz con justicia son los objetivos constantes de los esfuerzos de los constitucionalistas en México, desde que Don José María Morelos y Pavón (reunió el Primer Congreso Constituyente de la nación mexicana.
Aludimos a Morelos, porque en la histórica ciudad de Chilpancingo, redactó los veintitrés puntos que sirvieron de base al Acta de Independencia y que más tarde, en el Congreso de Anáhuac, a propósito de la Constitución de Apatzingán con el mismo sentido expresó: “como la buena ley debe ser superior a todo hombre, las que el Congreso dicte deben ser de tal naturaleza que obliguen a constancia y patriotismo, moderen la opulencia y la pobreza y eleven el salario, el jornal del pobre para hacerlo que pueda librarse de la ignorancia y el hurto”.

Es innegable que todas las sociedades requieren de constituciones que pongan en equilibrio las dos fuerzas fundamentales de su vida política y social; la libertad y la autoridad; la primera entendida como la capacidad del hombre para obtener su desarrollo intelectual y material dentro de una sociedad democrática; en este sentido para que tal libertad sea una realidad se requiere de la segunda, o sea de la autoridad misma que delimite la órbita de acción y proteja a cada individuo o a cada grupo social. Si nos olvidamos de la primera, caeríamos en un régimen dictatorial, y si descuidamos la segunda, el caos y la anarquía harían presa de la colectividad. 

Nuestro compromiso con la sociedad nos obliga a responder, dentro del marco estrictamente jurídico, pero también con patriotismo a esta demanda que tiene implicaciones tan profundas para el bienestar de nuestra sociedad y para la seguridad del Estado.

Antecedentes   Constitucionales

Nuestro pueblo, desde que nació a la vida independiente, luchó por tener una Constitución a la medida de sus ideales, como fundamento y punto de partida de la defensa de la libertad frente al Estado y la obligación contraída por éste, de respetar y hacer respetar el orden jurídico.

Los forjadores de nuestra Independencia son emblemáticos de los valores que guían la marcha de México: El tesón, la reciedumbre, la audacia, el patriotismo, la integridad moral, la visión amplia y diáfana del futuro. Las circunstancias presentes corroboran el sentido de nuestra historia y actualizan los valores políticos que impulsaron a los dirigentes y al pueblo en 1810. un ordenamiento que, por definición es ajeno al egoísmo y al interés sectario o individual. 

Al proponer ahora la reforma de la Constitución Política del Estado de Jalisco, debemos destacar con orgullo que Jalisco fue uno de los primeros estados en unirse al Pacto Federal y en incorporar en la Constitución promulgada en año de 1824, los principales aspectos relacionados con la forma de gobierno republicano. 
Hace ciento setenta y un años, la Provincia conocida hasta entonces con el nombre de Guadalajara, se convirtió en el Estado Libre de Jalisco, con base en el Acta de Pronunciamiento por la Federación y Nacimiento del Estado de Jalisco, que aprobó la Diputación Provincial de Guadalajara el 16 de junio de 1823 y fue publicada el día 21 del mismo mes.
Una vez que Jalisco se pronunció por el sistema federal, se dio a la tarea de conformar su primer Congreso, que desde luego tuvo el carácter de constituyente y se instaló el 14 de septiembre de 1823. Este primer Congreso aprobó la división territorial del Estado; la ley sobre elecciones de diputados y senadores; finalmente, dando cumplimiento a su encomienda constituyente, aprobó nuestra primera Constitución Política el 18 de noviembre de 1824.

A su vez, la Constitución Política de Jalisco expedida en 1857, introdujo trascendentales reformas. Representa una síntesis histórica y un resultado de las contradicciones presentes en la sociedad mexicana de esa época; domina su contenido el pensamiento democrático y la concepción individualista y liberal del hombre, así como la de la vida social que hallamos en la primera parte del Decreto Constitucional de Apatzingán, que vendrá a cristalizar en la Constitución Política de 1917.
Consideramos necesaria esta referencia histórica, para tener presentes al formular esta iniciativa, los fundamentos más básicos de nuestra vida política y social; el sistema federal de gobierno y el estado social de derecho.

Por parte, hoy en día la sociedad jalisciense asume una dinámica de cambio sin precedentes, una visión amplia y rica de nuestro futuro imprime nuevos rubros al quehacer cotidiano.

La forma de estado y de gobierno

La República federal, democrática y representativa, se identificó en México con la libertad y la justicia.

El Estado federal se constituye a través de nuestra historia en la mejor garantía para una vida política plena; y lo es, porque es consubstancial a todo federalismo la existencia de dos estructuras constitucionales distintas e interdependientes: la organización constitucional federal y la organización constitucional local. Las dos emanan del Pacto Federal expresado en nuestra Carta Magna. 

La Federación contiene a estas dos organizaciones constitucionales de carácter interdependientes, distintas y complementarias. Su fortaleza no depende de la exclusiva fuerza del poder federal, o de la sola fortaleza de las entidades pactantes. El Estado federal solamente podrá ser fuerte cuando ambos poderes, dentro de los límites de sus respectivas competencias constitucionales, cumplan con sus propios fines, animados y envueltos en una poderosa conciencia nacional, por un auténtico sentimiento federal.
La dimensión fundamental de nuestra  Federación es garantizar el estatuto constitucional  que le permita a los Estados una vida de autonomía y libertad dentro de los márgenes aceptados por las propias entidades federativas. 
Si la Constitución General de la República es la mejor expresión de la soberanía nacional, la Constitución Política del Estado es la más auténtica manifestación de la voluntad federalista, al ratificar cada entidad su determinación de integrarse en una federación, pero reafirmando su autonomía. 

Ampliar la capacidad de acción de nuestros estados y municipios en aras de un nuevo federalismo más equilibrado, equitativo y vigoroso, constituye uno de los más importantes desafíos a que puedan enfrentarse los ideales de modernidad del Estado mexicano en nuestros días.

En el largo y difícil camino que han tenido que remontar los hombres para mejorar la convivencia social a través del perfeccionamiento de la organización política, se han establecido variadas prácticas y elaborado múltiples teorías, alguna de las cuales, de  comprobada eficacia y bondad, han enraizado tan profundamente en el pensamiento, que forman parte ya de la conciencia gregaria como si se tratara de una segunda naturaleza. 
Tal sucede, por ejemplo, con las ideas de democracia y división de poderes que rejuvenecidas y perfeccionadas por los pensadores que iluminaron el Siglo XVIII, después de las históricas batallas, están en la actualidad sólidamente fusionadas al patrimonio cultural de la humanidad, a tal grado  que no es posible imaginar siquiera un estado moderno que no se guíe por tales principios de democracia y separación de poderes.

Nuestra Constitución incorpora estas doctrinas y otras de hondo contenido social a su plataforma básica, insuflándoles vida a través del derecho positivo.

Tratándose específicamente del principio de división de poderes, nuestra Carta Magna, al señalar las atribuciones que corresponden a cada órgano de gobierno, tanto a nivel federal como estatal, establece reglas que llevan el propósito primario de evitar la autocracia y el abuso de los gobernantes. 
La división de los poderes públicos era una vieja ambición de los mexicanos y en particular de los jaliscienses. Por ello todas las ideas convergían en buscar la manera de lograr la convivencia armoniosa entre los poderes, para que fluyera más libremente el ejercicio de los mismos, en beneficio y garantía de las libertades ciudadanas.

El reparto de competencias siempre da lugar a una independencia absoluta entre el Gobierno de la Unión y el Gobierno de los Estados-miembros. Independencia que suscita el enfrentamiento y la rivalidad. En cambio, categorizar constitucionalmente importantes funciones compartidas, lleva a una colaboración y coordinación resuelta y eficaz, a la vez que permite la más plena participación de los ciudadanos. 
Un nuevo federalismo coordinado y concurrente, pretende fortalecer a la Federación, a la nación mexicana como un todo, y jamás otorgar una libertad mal entendida que conduzca a la competencia desleal entre estados o poderes, ni facultades superpuestas que derivan en controles excesivos y generan pérdida de eficiencia en la gestión pública. 
La presente iniciativa de Reforma a la constitución Política de Jalisco reafirma la voluntad republicana y federal de los jaliscienses. Se propone avanzar en el nuevo federalismo promoviendo la coordinación y concurrencia de los distintos niveles de gobierno y los poderes públicos. 
Al establecer las atribuciones del Congreso del Estado en la presente Iniciativa se establece en la fracción I, del artículo 35, que tiene facultades para “Legislar en todas las ramas del orden interior del Estado, expedir leyes y ejecutar actos sobre materias que le son propias, salvo aquellas concedidas al Congreso de la Unión conforme al Pacto Federal en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”.
Esta disposición es más clara y congruente con el sistema federal y en conjunto con las normas que regulan la celebración de convenios entre los tres niveles de gobierno y la colaboración de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, integran el marco jurídico constitucional que promueve la colaboración y coordinación de los órganos del poder público. 

Integración de la Iniciativa de la Reforma Propuesta
El Congreso aprobó la vigente Constitución Política del Estado de Jalisco el 8 de julio de 1917 y promulgada por el Gobernador Manuel M. Diéguez, se publicó el día 21 del mismo mes.
En la medida en que el desarrollo político, económico y social del Estado lo ha requerido, se han incorporado al texto constitucional reformas y adiciones. Hoy nuevamente, las recientes reformas a la Constitución General de la República en materia electoral, obligan a revisar y modificar las Constituciones y las leyes electorales de los Estados. 

La  LIII  Legislatura, a partir de las aportaciones derivadas de las consultas públicas, ha identificado los aspectos de la Constitución Política del Estado de Jalisco que requieren de actualización, con la finalidad de dar respuesta a una sociedad jalisciense más dinámica, participativa y exigente.
Por ello en esta ocasión, en lugar de limitarnos a una reforma que considere únicamente los aspectos electorales, es necesario y conveniente, presentar un proyecto de adecuación integral de nuestra Constitución. 
Esta propuesta de reformas y adiciones a la Constitución Política del Estado de Jalisco, parte de los siguientes supuestos: 
Primero: El espíritu del Congreso Constituyente Jalisciense de 1917 se mantiene vigente, motivo por el cual es necesario ratificar las decisiones políticas básicas. 
Segundo: Se propone hacer una reestructuración en los títulos para darle más congruencia a la estructura orgánica-sistemática acorde con sus principios básicos y sistema de gobierno, de tal manera que exista secuencia entre los tres poderes, aspecto que no contempla la vigente por encontrarse entre el Poder Ejecutivo y el Judicial, las normas que regulan al municipio. 

Tercero: La Constitución, como norma fundamental, establece las bases jurídicas indispensables para integrar los órganos de gobierno estatales y municipales y define los principios que regulan su actividad. Por ello es necesario evitar abundar en el texto de la Constitución, con disposiciones que pueden ser objeto de las leyes orgánicas y reglamentarias. 

Cuarto: Las reformas parciales y aisladas de un ordenamiento, tienen por efecto se pierda su sistematización y unidad de método, lo que deviene en problemas de interpretación y aplicación de sus disposiciones. En tales condiciones, se propone una reforma que comprenda los diferentes títulos que contempla la Constitución vigente, como sistema de normas que deben guardar una relación lógica y jerárquica, además de ser congruentes con los requerimientos existentes en la actualidad. 

El artículo 66, vigente de la Constitución Política del Estado de Jalisco, precisa el procedimiento para su reforma, por acuerdo de las dos terceras partes del número total de Diputados del Congreso y la aprobación de la mayoría de los Ayuntamientos del Estado, que integran así, el Constituyente Permanente de la Entidad.

Al respetarse y reafirmarse las decisiones políticas básicas, relativas a la forma de estado, forma de gobierno, división de poderes, municipio libre y derechos fundamentales de las personas, estos mantendrán su vigencia, como también la Constitución Política de 1917.

Los jaliscienses reconocemos a nuestra Constitución Local, como norma suprema de convivencia social dado que en ella consagramos nuestras aspiraciones colectivas y las garantías jurídicas de nuestra autodeterminación ciudadana. 
Se propone así una reforma integral a la norma constitucional, sin pretenderse expedir una nueva Constitución. De esta manera Jalisco accede en el umbral del Siglo XXI, con un cuerpo normativo que se actualiza.
Quienes suscribimos la presente iniciativa estamos convencidos de que la paz y el orden público únicamente se logran y se mantienen mediante el respeto de todos a la ley; pero esa ley debe ser producto de nuestra realidad social presente y no de un pasado que ya no responde a las exigencias de un mundo moderno. El derecho debe estar siempre al servicio de las necesidades del hombre, no el hombre estar sometido a un derecho que no recoge sus anhelos ni refleja la realidad. El derecho, ha dicho Recasens Siches, es vida humana objetivada.
El contenido de las disposiciones de la presente iniciativa se describe en forma sintética en los siguientes apartados.
De los Derechos Fundamentales

La Constitución Política vigente, dedica el Capítulo III, a declarar los derechos que corresponden a los individuos que habitan en el Estado. Tras sucesivas reformas, este capítulo ha perdido sistematización. Para ello se propone:

1.- Separar en varios capítulos las declaraciones relativas a los derechos de los individuos (derechos humanos), de los derechos de los ciudadanos (derechos políticos), incorporándose un Capítulo Especial para la Comisión Estatal de Derechos Humanos. 

2.- Igualmente, se pretende establecer todo lo concerniente a los partidos políticos en su parte genérica en otro capítulo, para dejar a la Ley Electoral todo lo relativo a la reglamentación de requisitos de constitución de partidos estatales, prerrogativas, financiamiento, acceso a los medios de comunicación y topes de campaña. Ubicándose en el Título Segundo varios capítulos que abordarán lo relativo al sufragio, a la función electoral y otro exclusivo para los partidos políticos. 

3.- De la misma manera, en capítulo por separado se indicarán los derechos, las prerrogativas y las obligaciones de los partidos políticos. 

División  del  poder  público

En el Título Tercero, además de reiterar la clásica división de los Poderes, se precisa como una atribución de los órganos del poder público, proveer las condiciones para el ejercicio pleno de la libertad de las personas que integran la sociedad. 

Igualmente, se destaca que las autoridades estatales y municipales colaborarán con la familia para su fortalecimiento y deberán adoptar medidas que propicien el desarrollo integral de la población. 
De la misma manera se impone la obligación para que las leyes propicien el desarrollo social económico y político de los grupos étnicos, respetando sus tradiciones, costumbres, lenguas y valores. 
Finalmente, se deberá de establecer un sistema que coordine las acciones y apoyo para la integración social de personas de edad avanzada y con discapacidad. 
Del  Poder  Legislativo

La reforma del Estado en una sociedad más plural y democrática, hace necesario fortalecer la capacidad de las instancias de gobierno para buscar consensos y fórmulas concertadas para superar conflictos. Esto implica fortalecer las actividades del Poder Legislativo, tanto en sus relaciones con los Poderes Ejecutivo y Judicial, como en su vida orgánica, a fin de promover la participación responsable de los partidos políticos representados en cada legislatura. 

En tales condiciones, se pretenden las siguientes modificaciones:
1.-  Establecer que el número de integrantes del Congreso del Estado, será de treinta y siete diputados.

2.- Incrementar el número de Diputados plurinominales, remitiendo a la Ley Electoral el procedimiento, principios, bases y requisitos para la asignación de dichos Diputados.

3.-  Reducir el término que se señala a los servidores públicos a que se refieren las fracciones VI, VII y VIII del artículo 21 del anteproyecto al separarse de sus cargos a fin de postularse como candidatos a diputados y gobernador de noventa a sesenta días;

4.- Establecer la misma limitante que opera para los magistrados del Tribunal de lo Contencioso Electoral, para el Presidente y los Consejeros de la Comisión Estatal de Derechos Humanos (artículo 21 fracción IV del anteproyecto). En cuanto a separarse previamente para ser postulados como candidatos a cualquier cargo; 

5.-  Señalar que el Congreso del Estado se instalará cada tres años, el día primero de febrero posterior a la elección. 

6.- Definir para los periodos ordinarios de sesiones, un término más flexible para su clausura, conforme el criterio aplicado en el Congreso de la Unión. 

7.-  Suprimir el proceso de autocalificación de diputados y la facultad del Congreso para calificar las elecciones municipales; 

8.- Reiterar la facultad que actualmente tiene el Congreso para calificar la elección de Gobernador. 

9.- Suprimir la facultad que tiene el Ejecutivo del Estado para conocer de las licencias que le presenten los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia por más de dos meses, para que sea en primera instancia el Pleno y en forma definitiva el Congreso, el que resuelva la procedencia o no de dicha petición.

10.- Precisar la facultad de pedir informes al Gobernador del Estado sobre cualquier ramo de la administración.

11.- Aumentar de siete a nueve el número de integrantes propietarios de la Diputación Permanente, así como de cinco a siete, los suplentes a fin de garantizar una composición y participación plural en la misma; 

12.- Otorgar a la propia Diputación Permanente facultades para designar Gobernador Provisional en los casos de ausencia temporal o definitiva del Ejecutivo, en tanto se convoca al Congreso para que designe al Gobernador Interino o sustituto según el caso. Esta modificación tiende a evitar el que pudiera interpretarse que por establecer el texto vigente que en las faltas del Gobernador se encargará del despacho el Secretario General de Gobierno y por ende, el argumento de que la persona que desempeñe tal cargo se encuentre inhabilitada para ser postulada como candidato al Ejecutivo Estatal; 

13.- En relación con los convenios que celebren tanto el Poder Ejecutivo como los Ayuntamientos, se precisa que requerirán de la aprobación del Congreso, cuando sus  efectos trasciendan al periodo de su gestión; y

14.- igualmente, precisar la facultad de la permanente para designar en forma provisional a los magistrados tanto del Supremo Tribunal de Justicia cuanto de los Tribunales Contencioso Administrativo y Contencioso Electoral. De la misma manera a los Presidentes del Consejo Electoral del Estado y de la Comisión Estatal de Derechos Humanos y a los Consejeros Ciudadanos de ambos organismos. 

La Institución del Ministerio Público es objeto de un amplio debate nacional. La totalidad de los partidos políticos coinciden en la necesidad de revisar la naturaleza, competencia y procedimientos del Ministerio Público como responsable de la persecución de los delitos y representante social. 

El Congreso del Estado de Jalisco está atento a las propuestas de la sociedad en torno a la procuración de la justicia y para ello, se promovieron los foros de consulta pública tendentes a revisar el Código Penal y expedir una nueva Ley Orgánica del Poder Judicial. 
La reforma de la Institución del Ministerio Público debe fundarse en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en particular en las garantías procesales que se definen en la norma fundamental. No es posible avanzar en una transformación radical del Ministerio Público, sin la previa modificación de sus bases constitucionales. 

La Constitución vigente señala en su artículo 34, que: “La Ley establecerá y determinará las facultades y las dependencias del Poder Ejecutivo; así como las correspondientes a la Institución del Ministerio Público”. 
En nuestra iniciativa, en lugar del precepto anterior, se propone definir la facultad del Congreso del Estado para “determinar la estructura orgánica y las facultades correspondientes a la institución del Ministerio Público, de conformidad con las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, en la fracción XVII del artículo 35. 

Del  Poder  Ejecutivo

La reforma propone modificar la fecha de inicio de funciones del Gobernador, al primero de marzo del año siguiente al de la elección. Así mismo, se precisa el procedimiento para suplir la falta absoluta o temporal del Gobernador y las facultades constitucionales del Titular del Poder Ejecutivo. 

La Constitución Política del Estado de Jalisco de 1917 establece en sus artículos 29, 30 y 31 las previsiones generales para suplir la vacancia del Poder Ejecutivo.

Las reformas publicadas el 27 de octubre de 1932 (Decreto No. 3737), el 25 de marzo de 1939 (Decreto No. 4522) y 2 de marzo de 1950 (Decreto No. 4522), no modificaron los criterios básicos del procedimiento de suplencia del Ejecutivo Estatal:
“En las faltas absolutas del Gobernador se procederá a nueva elección y el que resultare electo tomará posesión de su cargo luego que se haga la declaratoria correspondiente”.
“Cuando la falta absoluta del Gobernador ocurriere en el último año del periodo constitucional, no se convocará a elecciones extraordinarias, sino que la persona que desempeñe el Poder Ejecutivo por designación de la Legislatura, seguirá encargado de él hasta la conclusión de dicho periodo”.

En consecuencia, Jalisco es el único de las treinta y un Estados de la República, donde la Constitución Local sigue estableciendo la elección extraordinaria, como procedimiento para suplir al Gobernador del Estado en caso de falta absoluta que se presente durante los primeros cinco años del periodo constitucional. 
En las Constituciones de los Estados de Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Campeche, Colima, Chiapas, Chihuahua, Durango, Guerrero, Michoacán, Morelos, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, Sinaloa, Sonora, Tabasco, Tlaxcala y Veracruz, se aplica el procedimiento sancionado en el artículo 84 de la Constitución Federal, para suplir las faltas absolutas del Presidente de la República, que previene:
Primero: Si la falta absoluta ocurre en los dos primeros años del periodo constitucional, se designa un interino y se procede a convocar a elección extraordinaria;  y

Segundo: Si la falta absoluta ocurre en los cuatro últimos años del periodo constitucional, se procede a designar por parte de la Legislatura un gobernador sustituto que termine el sexenio.

Este criterio resulta más eficaz y operativo. Cuando para elegir un gobernador sustituto se requiere convocar a elección extraordinaria, el proceso se puede realizar como límite en forma simultánea con las siguientes elecciones ordinarias para renovar el Congreso del Estado.

Esta iniciativa de reforma constitucional, se propone a partir del análisis comparado de la totalidad de las Constituciones Políticas de los Estados. 

Una reforma integral del procedimiento previsto para suplir la vacancia del Poder Ejecutivo Estatal en los términos propuestos permitirá;

1.- Establecer  un procedimiento acorde con el Sistema Federal y la forma de gobierno republicana, democrática, representativa y popular, que a la vez resulte práctico y con menores costos en recursos humanos y materiales.
2.- Precisar los hechos que tienen por efecto la falta absoluta del Gobernador; estos son:

a).- La muerte;

b).- La declaración que establezca la procedencia del juicio por delitos del orden común;

c).-
 La renuncia expresa por causa grave calificada por el Congreso;

d).- No presentarse a asumir el ejercicio del cargo; y

e).- Por incapacidad (estado de interdicción) declarada judicialmente;

3.- Definir las modalidades y términos en que se califica y otorga una licencia al Ejecutivo Estatal para ausentarse de sus funciones;

4.- Establecer que la elección extraordinaria para nombrar gobernador sustituto, se convoque y realice en forma simultánea con la siguiente elección ordinaria para integrar el Congreso del Estado;
5.- Prever las acciones para las faltas temporales o absolutas del gobernador interino, provisional o sustituto;

6.- Precisar las acciones para nombrar Gobernador, si el electo en elecciones ordinarias no se presenta a asumir su mandato, como también, en el caso de que el gobernador con licencia no se presente a asumir sus funciones una vez que haya concluido la misma.

7.- Especificar los requisitos que debe reunir el ciudadano que se designe como gobernador interino, provisional o sustituto;  y

8.- Definir las acciones que deberán emprenderse en caso de desaparición total o parcial de los Poderes Estatales, en relación con la facultad del Senado de la República, prevista en la fracción V, del artículo 76 de la Constitución Federal. 

Al integrarse estas disposiciones a la Constitución Política del Estado de Jalisco, se dará una solución jurídica precisa, a diversos problemas que en las actuales condiciones requieren de una interpretación sistemática, fortaleciendo y aportando más estabilidad a las instituciones públicas. 

Conforme este mecanismo, únicamente cuando la falta absoluta del Titular del Poder Ejecutivo se presente durante los dos primeros años de su periodo legal o no asuma el cargo para el que fue electo, procede convocar a elecciones extraordinarias. En todo caso, las causas que motiven la falta absoluta del Titular del Poder Ejecutivo, serán calificadas por el Congreso del Estado;
En relación con las atribuciones del Gobernador del Estado, se propone reformar y adicionar el artículo 35, vigente para: 
1.- Sea optativo para el Gobernador, presentar el informe anual de actividades ante el Congreso en forma personal o bien, rendirlo por escrito.
2.- Fortalecer y precisar la facultad reglamentaria del Ejecutivo Estatal. 

3.- Organizar y conducir la planeación del desarrollo del Estado y establecer los medios para consulta ciudadana y la participación social. 

4.- Celebrar convenios con la Federación, los municipios y con particulares respecto de la prestación de servicios públicos.

5.- Expedir decretos y acuerdos de carácter administrativo para la eficaz prestación de los servicios públicos y otorgar concesiones a los particulares para este mismo efecto, en el ámbito de su competencia.

6.- Ejercer en forma concurrente con la Federación y los Municipios, las atribuciones en materia de preservación y restauración del equilibrio ecológico y protección al ambiente; de ordenamiento territorial de los asentamientos humanos y desarrollo urbano; y protección civil. 

7.- Delegar facultades específicas, en el ámbito administrativo y cuando no exista disposición contraria para ello, a las secretarías, dependencias, organismos y entidades que se constituyan para auxiliarlo en el desempeño de sus atribuciones. 

8.- Reducir de noventa a sesenta días el lapso para separarse del cargo que ocupe como servidor público y no quede inhabilitado quien pretenda contender en elección de Gobernador.

9.- Indicar que la falta de presentación en la reanudación de sus funciones del Gobernador con licencia, pasados treinta días de ausencia o separación, requerido por el Congreso del Estado o por la diputación permanente, se considerará como falta definitiva. 

10.- Establecer como excepción en el caso de designación de Gobernador interino, provisional o sustituto el que se separe del cargo 60 días antes, para evitar incompatibilidad en el supuesto de que se designe a un Secretario del Despacho. 

Del  Poder  Judicial

Para tener una estructura más congruente de la Constitución el título que corresponde al Poder Judicial se traslada al lugar que actualmente ocupa el municipio, con la finalidad de que las normas constitucionales que integran los tres poderes, se agrupen en títulos sucesivos.

Las adiciones que se proponen en esta iniciativa de Reformas tienden a fortalecer la autonomía del Poder Judicial; para ello: 
1.- Se otorgan facultades al Pleno del Supremo Tribunal de Justicia para aceptar las renuncias y licencias de sus Magistrados, siempre y cuando éstas últimas no excedan de dos meses. En este caso, deberán ser conocidas por el Congreso del Estado, sin requerirse la aceptación del Gobernador;  y

2.- Se establece en forma expresa la facultad del Supremo Tribunal de Justicia para elaborar el proyecto de presupuesto del Poder Judicial y una vez aprobado por el Congreso del Estado, ejercerlo con autonomía. 

Con la presente iniciativa de reformas se sistematiza el articulado vigente, para diferenciar las normas relativas a la integración del Supremo Tribunal de Justicia de aquellas correspondientes a la operatividad y funcionamiento. 

De la función jurisdiccional de índole administrativa y electoral.

Se propone agrupar en un mismo capítulo, las disposiciones constitucionales relativas a la integración y funcionamiento del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, al Tribunal de Arbitraje y Escalafón y al Tribunal de lo Contencioso Electoral. 

Se propone otorgar la permanencia a los magistrados del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, para garantizar un mejor desempeño de sus funciones, en beneficio de los gobernados. 

Conforme los principios de la reforma electoral se establece que “corresponde al Tribunal de lo Contencioso Electoral resolver las controversias que se susciten en los procesos electorales para la renovación de los Poderes Legislativo y Ejecutivo y de los Ayuntamientos”.
Se precisa que este Tribunal estará dotado de autonomía personalidad jurídica propia, con la competencia, jurisdicción y organización que la Ley de la materia establezca. 
Para el ejercicio de sus funciones, dicho órgano contará con un cuerpo de Magistrados y secretarios, los cuales serán independientes y sólo responderán al mandato de la ley. Los magistrados deberán satisfacer los requisitos que señale la ley, que no podrán ser menores a los que establece esta Constitución para ser magistrado del Supremo Tribunal de Justicia del Estado. 
La Ley Electoral establecerá las normas para su organización, integración y funcionamiento; el procedimiento para la tramitación, integración y sustanciación de los expedientes relativos a los medios de impugnación que deba resolver y el alcance de sus resoluciones; así como las condiciones para el ingreso y permanencia de los servidores públicos que presten sus servicios en dicho Tribunal.
Se precisa que los actos y las resoluciones definitivas que dicte el Tribunal de lo Contencioso Electoral no admiten juicio ni recurso alguno, por lo que tendrán el carácter de definitivos e inatacables. 
Del  Municipio  Libre

El título del gobierno municipal en nuestra propuesta se pretende presentar, una mejor integración y sistematización entre las normas que establecen las bases para integrar los ayuntamientos y las disposiciones que precisan las atribuciones del Municipio. Como propuestas específicas de reforma la Iniciativa propone las siguientes:
1.- Dado que en nuestro sistema electoral no existe precepto que establezca la elección directa de dicho servidor público, no se considera al Síndico entre los impedimentos para ser postulado como candidato a munícipe.
2.- Los munícipes entrarán en funciones a partir del primero de enero y no el treinta y uno de marzo como está actualmente; en lo que ve a las bases de asignación a los partidos políticos de regidores por el principio de representación proporcional, se propone suprimirlo de la Constitución y reglamentarlo en la Ley Electoral, así como en la Ley Orgánica Municipal.
3.- Igualmente, para evitar confusiones se precisa que el servidor público que hubiere sido electo para cualquier cargo en el gobierno municipal, no podrá ser postulado como candidato en el periodo inmediato. 
Responsabilidades  de  los  funcionarios  públicos

En el título de las responsabilidades de los servidores públicos se pretende precisar los cuatro tipos de procedimientos que se les puede incoar a los mismos y como consecuencia aplicar las sanciones; procedimientos que a saber son: juicio político, declaración de procedencia de juicio penal, procedimiento ordinario y procedimiento administrativo, estableciéndose un Capítulo para cada concepto. 
Se estima conveniente precisar que no puede ejercitarse acción penal ni mucho menos librar orden de aprehensión por parte del Agente del Ministerio Público, sin que previamente se declare la procedencia de juicio penal en contra del servidor público a quien la norma constitucional otorgue protección, en razón al cargo que desempeña
Se propone incluir como requisito previo para instaurar proceso criminal la declaración de procedencia para los integrantes del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y los Tribunales de lo Contencioso Electoral, así como el Presidente y Consejeros Ciudadanos del Consejo Electoral del Estado. 
Asimismo, se pretende incluir que no se requiere declaración de procedencia de juicio, cuando el servidor público se encuentre separado del cargo, no lo haya asumido el mismo, o sea suplente y no esté desempeñando el cargo, para acabar con posibles confusiones en el sentido de si los suplentes gozan o no de fuero.
Prevenciones  generales

En el Título de prevenciones generales de la Constitución, se propone incluir:
1.-  La disposición que requiere la previa protesta, para asumir el desempeño de los cargos públicos del Estado y los Municipios;
2.-  La previsión relativa a la desaparición parcial o total de los poderes locales;
3.- Asimismo, se propone incluir que si por cualquier circunstancia no pudieren reunirse el Congreso y la diputación permanente ni tomar posesión el Ejecutivo, el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia designará una persona para que se haga cargo del Ejecutivo del Estado con el carácter de Gobernador Provisional y se procederá en términos de quince días, a expedir la convocatoria para elegir diputados e integrar el Congreso del Estado. Una vez hecha la elección e instalada la Legislatura, se procederá conforme la disposición del artículo 41, del anteproyecto relativo a la suplencia del Gobernador. Dejando con esta redacción a un lado, la forma poro práctica de proceder en tales hipótesis, en el sentido que tomarán posesión luego que sea posible.
Igualmente, se suprimió el párrafo existente en la vigente Constitución en el sentido de que los cargos de elección popular son preferentes a los de designación porque atentan contra el derecho que la propia Constitución concede de solicitar licencias o permisos
Disposiciones  transitorias

Se proponen dos Capítulos para diferenciar los preceptos transitorios que se expidieron al promulgarse la vigente Constitución de los que serán materia de las presentes Reformas

La modificación propuesta para el periodo constitucional del Congreso, del Gobernador y de los Municipios, hace necesario revisar las disposiciones transitorias promulgadas en 1989 y 1992, a fin de: 
1.- Volver a establecer como término del periodo constitucional de los Ayuntamientos el 31 de diciembre;
2.-  Anticipar la fecha del informe anual del Poder Ejecutivo al 31 de enero de 1995.
3.- Señalar que por última vez las elecciones se realizarán el segundo domingo de febrero de 1995, así como el otorgamiento de facultades al Consejo Electoral para que resuelva sobre el calendario electoral. 
4.- Establecer que las disposiciones relativas a la permanencia de los magistrados del Tribunal de lo Contencioso Administrativo tendrán aplicación a partir de los próximos nombramientos que expida el Titular del Poder Ejecutivo con la sanción del Congreso del Estado.
Los Diputados que suscribimos la presente iniciativa, estamos concientes que al ser examinada por los integrantes de la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, podrán presentar diferentes propuestas para su análisis y en su caso, se podrá determinar su asimilación en el dictamen respectivo, que vendrán a enriquecer su contenido y mejorar su sistematización.
Finalmente, el imperio del derecho y la justicia, nos dará la fuerza para transformar nuestra convivencia para que con esperanza renovada alcancemos un nuevo milenio con unidad, soberanía y prosperidad. 
Por lo antes expuesto y con fundamento en el artículo 90 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, Reglamentaria del Título Tercero de la Constitución Políticas del Estado de Jalisco, nos permitimos proponer la siguiente: 
INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO.
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